Carátula 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO..- Propongo para ocupar la Presidencia al señor Senador Vaillant. 
SEÑORA SECRETARIA.- Se va a votar. 
(Se vota:) 
5 en 6. Afirmativa. 
(Ocupa la Presidencia el señor Senador Vaillant) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 13 y 42 minutos) 


En el orden del día figuran dos proyectos de ley: por un lado, el relativo a la creación de la 
Unidad Nacional de Seguridad Vial y, por otro, el vinculado a normas para el tránsito y la seguridad vial. 


SEÑOR MICHELINI.- Recuerdo a los demás miembros de la Comisión que en la sesión pasada 
votamos que para el tratamiento de estos dos temas dejáramos ingresar a dos asesores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es cierto; este tema ya fue planteado y fue votada la correspondiente 
autorización. 


Aclaro que en la sesión pasada, cuando se votó el ingreso de estos compañeros que 
asesoran a la Bancada del Frente Amplio, se omitió presentarlos. Por lo tanto, antes que nada debo 
decir que se trata de dos integrantes de la Red de Seguridad Vial, los señores Fernando Justo y Omar 
Rodríguez Velazco, siendo este último también Director de Transporte de la Intendencia Municipal de 
Canelones. 


(Ingresan a Sala los señores Justo y Rodríguez) 


En consideración el proyecto de ley que refiere a la creación de la Unidad Nacional de 
Seguridad Vial. 


Hasta ahora, no se ha planteado realizar invitaciones para tratar este asunto, por lo que si 
nadie se va a referir al proyecto en general, propongo que comencemos el análisis del articulado. 


SEÑOR AMARO.- En realidad, creo que los dos proyectos están encadenados, pero en el día de hoy 
consideraremos el tema relativo a la Unidad Nacional de Seguridad Vial. 


Nosotros no dudamos de la buena intención que existe sobre este asunto; creemos que el 
camino correcto y adecuado tiene que ver con buscar por todos los medios la seguridad en el tránsito. 


Estoy totalmente de acuerdo con que este asunto se trate en el día de mañana, aunque 
quizás el miércoles sería mejor, a fin de que su consideración no tome por sorpresa a los Senadores 
que no han estado directamente involucrados en su análisis. En lo personal, en el día de hoy voy a 
abstenerme de dar opinión, porque recién mañana hablaremos del tema con los otros dos Senadores 
que integran la Bancada del Partido Colorado. De todas maneras, quiero dejar en claro que en modo 
alguno pretendemos entorpecer el tratamiento del tema en el día de mañana, si eso es lo que dispone 
la mayoría de los integrantes de esta Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A partir de lo manifestado por el señor Senador Amaro y en el entendimiento 
de que la Bancada de su Partido necesita conocer más en profundidad la iniciativa para tomar posición 
-si bien quedó totalmente claro que en modo alguno se desea entorpecer el tratamiento del proyecto-, 
la Presidencia sugiere que comencemos con el análisis del articulado, dejando para una próxima 
sesión la votación del proyecto, cuando el señor Senador Amaro ya esté en condiciones de darnos a 
conocer la posición del Partido Colorado al respecto. 


SEÑOR AMARO.- Si no entendí mal, la intención del Partido de Gobierno -por lo menos creo que eso 
fue lo planteado por el señor Senador Michelini- es tratar este tema en la sesión del Senado fijada para 
mañana. Como dije, no queremos entorpecer la consideración de este proyecto de ley y, en ese 
sentido, estamos dispuestos a dar nuestro voto favorable para que se trate en la sesión de mañana, si 
bien, repito, no estamos en condiciones de pronunciarnos por la afirmativa o por la negativa en el día 
de hoy en Comisión. De todas maneras, adelanto que, en lo personal, ya he tomado posición con 
respecto a este asunto. 


SEÑOR MICHELINI.- Quiero dejar en conocimiento de los señores Senadores que nuestra Bancada 
está haciendo lo posible para que el proyecto de ley no vuelva a la Cámara de Representantes, para lo 
cual desearíamos no introducirle modificaciones y tratarlo, si es posible, en la sesión del Senado fijada 
para mañana. Precisamente, en esta reunión se van a tratar dos o tres temas y el asunto que hoy nos 
ocupa podría ser considerado luego de finalizada la sesión de la Asamblea General que ya ha sido 
convocada. 


Por otro lado, el segundo tema que tenemos a estudio, sin duda, va a tener que ser 
considerado nuevamente en la Cámara de Representantes, puesto que ya sabemos que algunos 
artículos van a ser eliminados, sobre todo, los relativos a las cuestiones de índole penal. Este asunto, 
fue incluido como tercer punto del orden del día, porque nuestra idea era la de convocar, si fuera 
posible, para el miércoles a los representantes del Ministerio correspondiente, para conocer su opinión 
sobre el proyecto de ley. 


Por consiguiente, si no hay observaciones al respecto, propongo que se eleve al Senado el 
primer proyecto a consideración, para que se analice en la sesión de mañana. 


SEÑOR MOREIRA.- Me gustaría saber si vamos a analizar artículo por artículo o si, por el contrario, 
haremos un análisis general del proyecto. En lo personal, tengo algunas discrepancias con esta 
iniciativa aunque, sin duda, tengo muchas más con respecto al segundo proyecto de ley que se 
encuentra a estudio de esta Comisión. Justamente, con relación a este último, debo decir que la parte 
penal me parece una verdadera barbaridad, ya que se pretende introducir sanciones de suma dureza 
con relación a ciertos aspectos que no están bien definidos. Sobre este particular, tengo alguna 
discrepancia con respecto a los artículos 1? y 2”, fundamentalmente en lo que tiene que ver con la 
forma en que han sido ligados. 


El artículo 1% crea, como órgano desconcentrado del Poder Ejecutivo, la Unidad Nacional de 
Seguridad Vial, que se vinculará con ese Poder a través del Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 
Hasta ahí estamos de acuerdo. Pero después agrega que a los efectos de su funcionamiento, la 
Unidad Nacional de Seguridad Vial actuará en la órbita de la Presidencia de la República. 


Quiero saber qué quiere decir “actuar en la órbita de la Presidencia de la República”. Se lo 
pregunto al señor Senador Michelini, pues creo que él hará el informe en el Cuerpo. Cabe recordar que 
la Presidencia de la República es un órgano con competencias cerradas y la ley, como con otros 
órganos, no puede asignarle otras mayores. Deseo conocer el alcance de esa expresión. 


SEÑOR MICHELINI.- Sugeriría al señor Senador Moreira que no se adelante sobre quién será el 
miembro informante de este proyecto de ley. 


SEÑOR MOREIRA.- Pregunto en general. 


SEÑOR MICHELINI.- Hay diferentes instituciones, como la URSEC y la URSEA, que se relacionan 
como tales con la Presidencia de la República vía, en este caso, el Ministerio de Industria, Energía y 
Minería, pero están dentro de la órbita presupuestal de aquélla. Podrá discutirse si esto es bueno o 
malo, pero ya hay antecedentes de organismos -repito, como la URSEA y la URSEC- que están en la 
órbita de la Presidencia de la República y se relacionan con el Poder Ejecutivo a través del Ministerio 
mencionado. En este caso específico que estamos tratando es obvio que no se puede hacer a través 
de esa Secretaría de Estado, sino vía el Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Eso es lo que se 
incluyó en el proyecto de ley tratando de no innovar. Puede ser discutible, pero en todo caso lo será 
para todos los organismos o comisiones desreguladores que se han creado hasta ahora. Se colocan 
en la órbita presupuestal de la Presidencia de la República y se vinculan con el Poder Ejecutivo vía el 
Ministerio correspondiente. 


SEÑOR MOREIRA.- En este caso no se hace referencia a la situación presupuestal, sino a la órbita de 
la Presidencia de la República con sentido genérico y reitero que la ley no puede extender sus 
competencias. Eso es así. En la Presidencia de la República funciona la Oficina Nacional del Servicio 
Civil, la Secretaría y la Prosecretaría de la Presidencia. La institución Presidencia de la República tiene 
la superintendencia administrativa sobre todos los funcionarios de la Presidencia. Agregarle 
competencias me parece que no está dentro de lo que prevé la Constitución porque, reitero, sus 
facultades son cerradas y no pueden extenderse por ley. Se me podrá decir que existen antecedentes, 
pero éstos no me parecen buenos. Tampoco los malos antecedentes pueden dar lugar a la reiteración 
de la falta. 


Propondría, pues, eliminar la expresión “en la órbita de la Presidencia de la República”. Me 
parece bien que tenga autonomía y se comunique con los entes autónomos. Es más, considero 
correcto que sea un órgano desconcentrado del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, porque es 
el que tiene competencias en esa materia -es decir, en seguridad vial y en el ordenamiento del 
tránsito-, por lo menos compartidas con los Municipios. Estamos en un ámbito de competencias 
claramente compartidas con los diecinueve Gobiernos Departamentales del país y sin duda que el 
Ministerio tiene las que refiere a la circulación en las vías nacionales. Como organismo nacional que 
tiene competencias en todo el territorio de la República puede pensarse que es correcto que este 
órgano que se cree esté en la órbita del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, pero sinceramente 
no entiendo el sentido de hacerlo funcionar en la órbita de la Presidencia de la República y que la 
asignación presupuestal venga por ahí, porque ésta se tendría que hacer por dicho Ministerio. Insisto 
en que no estoy de acuerdo con ello. 


SEÑOR MICHELINI.- En primer lugar, quiero señalar que son cosas discutibles. Nadie puede decir 
“esto es lo mejor, esto es lo peor”. 


Por otra parte, como en el caso de la URSEA y de la URSEC, se le da independencia técnica 
y, por lo tanto, la comunicación es vía el Ministerio correspondiente, pero no depende 
presupuestalmente de él. Obviamente esto hace a las políticas públicas que se lleven adelante, en el 
caso de la URSEA con respecto a la electricidad y el agua; en el de la URSEC, en relación con las 
comunicaciones y, en el de la UNASEV, en lo que tiene que ver con el transporte. A este respecto, 
queremos manifestar que preferimos no innovar. Como sabe el señor Senador Moreira a la URSEA y 
la URSEC no la inventamos nosotros; fueron aceptadas pacíficamente de esa forma y han funcionado 
bien en lo que tiene que ver con su independencia técnica y de resoluciones. Asimismo, se comunican 
con el Poder Ejecutivo por la vía del Ministerio correspondiente. Obviamente, esto figura en la órbita de 
lo que es discutible pero, reitero, nosotros preferimos no innovar al respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como no hay ningún señor Senador anotado para hacer uso de la palabra, 
me permito dar mi opinión sobre el tema. Debo reconocer que cuando por primera vez leí este proyecto 
de ley tuve la misma duda y se me planteó la misma contradicción que al señor Senador Moreira. 
Luego, en una segunda lectura me parece que se me aclaró la situación en tanto no sólo la Unidad la 
crea este Gobierno, sino que claramente lo hace como un órgano desconcentrado del Poder Ejecutivo. 
Por su parte, el artículo 2* plantea su vinculación con la Presidencia de la República, manteniendo 
la descentralización y autonomía. Si se crea un organismo descentralizado pero, presupuestal y 
administrativamente, se lo hace funcionar en la órbita de un Ministerio, deja de ser un organismo 
desconcentrado y autónomo y pasa a ser parte del Ministerio correspondiente. Entonces, la forma para 


que sea un organismo desconcentrado y tenga vinculación con el Poder Ejecutivo, es justamente 
haciendo que su funcionamiento esté jerárquica y presupuestalmente -entre otras cosas- en otra órbita. 


SEÑOR MOREIRA.- Simplemente quiero manifestar que recién estamos comenzando el análisis de 
esta iniciativa. También tengo objeciones que hacen a la autonomía técnica y tienen que ver con su 
forma de integración y de cese. Personalmente estimo que hay que asegurar la autonomía técnica de 
otra forma y ver en quién debe recaer la designación de los funcionarios que integran la Unidad 
Nacional de Seguridad Vial y también su cese. No creo conveniente hacerla actuar en la órbita de la 
Presidencia de la República, porque también ahí podría haber participación de funcionarios 
jerarquizados, llámese Secretaría de la Presidencia, Prosecretaría de la Presidencia, etcétera. El 
vocablo “órbita” me parece que es muy genérico y por eso tengo objeciones al respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es evidente que existen dos opiniones con respecto a este tema, por lo que la 
única forma de resolverlo es a través de la votación. 


SEÑOR MOREIRA.- Estimo que los artículos 1? y 2? se podrían votar en forma conjunta, porque están 
muy unidos entre sí. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración los artículos 1? y 2. 


Si no se hace uso de la palabra, se van a votar los artículos 1% y 2% con la redacción dada por 
la Cámara de Representantes. 


(Se votan:) 
4 en 6. Afirmativa. 
Léase el artículo 3". 
(Se lee:) 


“Artículo 3. (Comisión Directiva).- La Unidad Nacional de Seguridad Vial estará dirigida por una 
Comisión Directiva integrada por tres miembros designados por el Presidente de la República actuando 
con el Ministro de Transporte y Obras Públicas, entre personas que por sus antecedentes personales y 
profesionales, y conocimientos en la materia, aseguren independencia de criterios, eficiencia, eficacia, 
objetividad e imparcialidad en sus funciones. 


Sus miembros durarán cinco años en ejercicio de sus funciones, pudiendo ser 
nuevamente designados únicamente por un nuevo período consecutivo. 


El Presidente tendrá la representación del órgano y será designado por acuerdo 
entre los integrantes de la Comisión Directiva, en su primera reunión ordinaria”. 


- En consideración. 


SEÑOR MOREIRA.- Como decía anteriormente, creo que aquí estamos en un campo en el cual es 
esencial la competencia y la posición de los diecinueve Gobiernos Departamentales del país. Me 
parece bien que se proponga que, como dice el artículo, los tres integrantes sean elegidos “entre 
personas que por sus antecedentes personales y profesionales, y conocimientos en la materia, 
aseguren independencia de criterios, eficacia, objetividad e imparcialidad en sus funciones”. Comparto 
esta idea pues, en verdad, es un tema muy técnico y no se trata de buscar la representación política. 
Sin embargo, habida cuenta de que es tan esencial todo lo relativo a la seguridad vial -me refiero al 
dictado de las normas y al contralor de que éstas se cumplan, a través de los registros, inspecciones y 
el control de las vías de tránsito por medio de los Gobiernos Departamentales-, a mi juicio, sería 
conveniente que esta Comisión estuviera también integrada por dos delegados propuestos por el 


Congreso Nacional de Intendentes, Cuerpo en el que, precisamente, están representadas las tres 
fuerzas políticas uruguayas. Pienso que esa modificación le haría mucho bien a la Comisión porque, en 
esta materia, sin el concurso de los Gobiernos Departamentales no se puede hacer nada. Eso es muy 
claro. 


Por lo tanto, pienso que tiene que haber una coordinación de acciones entre actores públicos 
básicos, en este caso, el Ministerio de Transporte y Obras Públicas y los Gobiernos Departamentales y, 
por supuesto, actores privados. Básicamente, habría que asegurar una composición en la que se tenga 
en cuenta la representación de los Gobiernos Departamentales, en tanto se trata de un órgano 
contemplado en la Constitución de la República y que tiene presencia ya desde la última reforma 
constitucional. 


En consecuencia, sería necesario modificar el texto. 


SEÑOR MICHELINI.- Respecto a este tema, en principio, se había acordado no incluirlo expresamente 
en la ley, en el entendido de que se iba a solicitar al Congreso Nacional de Intendentes que propusiera 
un par de nombres, a los efectos de que junto a un integrante del Poder Ejecutivo constituyera esta 
Comisión. Es más, la votación unánime que tuvo lugar en la Cámara de Representantes propiciaba esa 
idea. 


Por mi parte, digo que una cosa son los acuerdos políticos y, otra, plasmar en la ley una 
circunstancia como la que refiere el señor Senador Moreira. Según la información que tengo, no sólo 
el Poder Ejecutivo es proclive a una solución de este tipo, sino que se avanzó en el sentido de que 
haya uno o más representantes del Congreso Nacional de Intendentes. Por eso, insisto, plasmarlo en 
la ley, es una situación totalmente diferente, entre otras cosas, porque sería muy complejo. 


SEÑOR AMARO.- No voy a ingresar en disquisiciones jurídicas, pero quiero decir que con este tipo de 
leyes podría haber inconvenientes, pues el artículo 262 de la Constitución de la República, Sección 
XVI, bajo el Título “Del Gobierno y la Administración de los Departamentos”, en su primer párrafo 
señala textualmente: “El Gobierno y la Administración de los Departamentos, con excepción de los 
servicios de seguridad pública, serán ejercidos por una Junta Departamental y un Intendente. Tendrán 
sus sedes en la capital de cada Departamento e iniciarán sus funciones sesenta días después de su 
elección”. Luego, el párrafo final, dice: “Habrá un Congreso de Intendentes, integrado por quienes 
fueren titulares de ese cargo o lo estuvieren ejerciendo, con el fin de coordinar las políticas de los 
Gobiernos Departamentales. El Congreso, que también podrá celebrar los convenios a que refiere el 
inciso precedente, se comunicará directamente con los Poderes del Gobierno”. Entonces, teniendo en 
cuenta lo que establece la Constitución, puede entenderse que el tema relativo al tránsito y muchos 
otros serían competencia de los Gobiernos Departamentales en grado mayor, a excepción de los de 
seguridad pública. Los Gobiernos anteriores siempre han respetado al Gobierno Municipal y se ha sido 
muy cuidadoso para evitar que, con el objetivo de unificar criterios, se termine avasallando 
disposiciones constitucionales básicas por una vía indirecta. Si bien el fin es noble y la causa es justa, 
creo que se debe elegir cuidadosamente la forma de hacerlo. Además, agrego que la labor de 
unificación de criterios en torno a la temática del tránsito necesariamente debe estar en manos del 
Congreso de Intendentes, órgano mencionado ahora en la Constitución y que tiene por objeto reunir a 
todos los Intendentes para planificar políticas de desarrollo para el interior, entre otras importantes 
funciones. No sé a cuántos Intendentes o Juntas Departamentales se ha consultado sobre este 
proyecto de ley y si ellos están de acuerdo. Por los comentarios que he recibido, puedo adelantar que 
no lo están ya que, entre otras cosas, no tienen claro cómo se va a aplicar todo esto, y ante eso me 
pregunto cómo se va a lograr su puesta en marcha si los órganos encargados de hacerlo no están 
convencidos. En mi opinión, esta iniciativa debe pasar primero por los Gobiernos Departamentales y 
demás órganos competentes. 


En cuanto a la creación de la UNASEV, debo decir que en este proyecto de ley se propone la 
creación de un órgano desconcentrado muy parecido a un servicio descentralizado, en cuanto a las 
formalidades para la designación de sus miembros y otras características. Nos parece que la Comisión 
Honoraria creada por la Ley N* 16.585, es el órgano apropiado para realizar la labor de coordinación 
con los institutos públicos encargados del tránsito y de hacer nuevas propuestas. En nuestra opinión, 


esta iniciativa aumenta el gasto público, creando organismos nuevos que para funcionar necesitarán 
más recursos presupuestales. 


SEÑOR MICHELINI.- De acuerdo con la información que he recibido, este tema fue considerado por el 
Congreso de Intendentes, se realizó una votación y ese artículo 3% obtuvo una votación de 18 votos 
afirmativos contra uno negativo. Si no me equivoco, el único que votó negativamente fue el 
representante de San José. Entonces, se contactó al Congreso de Intendentes, se hizo una consulta y 
ello derivó en una votación. Independientemente de cuál sea el trámite, creo que podríamos solicitar a 
la Secretaría que el Congreso de Intendentes nos envíe el acta correspondiente. 


SEÑOR MOREIRA.- Más allá de cuál haya sido el resultado de la votación en el Congreso de 
Intendentes, el señor Senador Michelini expresó que en la Cámara de Representantes este proyecto 
de ley se había aprobado por unanimidad y lo cierto es que el Partido Nacional no acompañó esta 
iniciativa, tanto en general como en particular. Aclaro que no sé qué pasó en el Congreso de 
Intendentes, pero he podido leer algunas versiones taquigráficas en las que se planteaban algunas 
objeciones en el sentido de que la Comisión que actuaba, al tener una constitución plural, había 
resultado ineficiente y no lograba coordinar adecuadamente con los actores públicos y privados en una 
materia tan delicada como ésta. Insisto en que me parece que sería de recibo, siendo el Congreso 
Nacional de Intendentes un órgano de existencia constitucional, que dos de estos miembros fueran 
designados por él y que ello quedara contemplado en la ley. Porque, ¿por qué no establecerlo en la 
ley? A mi juicio, siempre es mejor poner las cosas en la ley y no dejarlas libradas a la voluntad 
discrecional del Poder Ejecutivo. Digo esto, porque ello nos estaría dando un grado de certeza y de 
seguridad jurídica mucho mayor. Reitero que sería bueno incluir este aspecto en la normativa, máxime 
si todos estamos de acuerdo en que, sustancialmente, es así y aunque tengamos que reenviarla a la 
Cámara de Representantes. 


De cualquier manera, si también será reenviado el otro proyecto de ley  -tal como lo señaló 
el señor Senador Michelini-, no veo inconveniente alguno en que se remitan los dos, ya que 
representan una unidad temática. Planteo esto, porque me parece que no estaríamos adelantando 
mucho con la aprobación de esta iniciativa y dejando de lado la otra con los cambios que se le puedan 
introducir a nivel de la Cámara de Representantes. 


SEÑOR AMARO.- Creo que podríamos tener en cuenta la sugerencia del señor Senador Moreira, pero 
quiero decir lo siguiente. El Partido de Gobierno está urgiendo el tratamiento de este proyecto de ley y 
su puesta en marcha -aclaro que tiene todo el derecho y los votos para hacerlo- pero, desde mi 
punto de vista, considero que tiene que estar contemplada la representatividad del Congreso Nacional 
de Intendentes. Una forma de superar las discrepancias que existen en la materia, debería provenir de 
parte del Poder Ejecutivo, quien tendría que asumir el compromiso de que entre los tres miembros del 
servicio desconcentrado que se va a crear, se incluya al Congreso Nacional de Intendentes. Esta 
podría ser -es mi opinión personal, no la de mi Partido- una salida clave si es que se pretende lograr el 
voto unánime de la iniciativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero realizar una reflexión personal sobre la inquietud planteada por el 
señor Senador Amaro, que refiere a la constitucionalidad. A mi entender, el razonamiento que realiza es 
comprensible. Ahora bien, de la lectura del resto del articulado del proyecto de ley, y particularmente de 
los artículos que definen los objetivos y las competencias, parece quedar clara la no 
inconstitucionalidad del mismo, en tanto y en cuanto, las competencias en el marco de la seguridad vial 
-incluidas dentro de lo que es la seguridad pública- están perfectamente asignadas. 


De todas formas, aquí se ha realizado un planteo que parece ser coincidente. Por un lado, el 
señor Senador Amaro ha señalado que para que este proyecto de ley pueda contar con el voto 
unánime, se debe asumir un compromiso político. Y, por otra parte, el señor Senador Michelini ha 
planteado que sobre este tema ya se conversó a nivel de la Cámara de Representantes. Entonces, 
como ese compromiso político no surge de otro lado que no sea de la voluntad expresa de los partidos 
que participan en este debate, creo que nosotros estaríamos en condiciones de asumirlo. 
Concretamente -y si no entendí mal-, el mismo consistiría en que entre los tres miembros que tiene que 
nombrar el Poder Ejecutivo, uno de ellos sea designado a sugerencia del Congreso Nacional de 


Intendentes. Si se entiende que procediendo de esta manera estaríamos allanando el camino, 
considero que estaríamos en condiciones de hacerlo. 


SEÑOR MOREIRA.- Creo que esto debe quedar plasmado en el texto de la ley. Al margen de los 
compromisos políticos que se pretenda asumir, no veo qué inconveniente existe para que este aspecto 
no esté contemplado en la normativa. A mi juicio, la seguridad jurídica que puede dar el marco legal a 
las designaciones ofrece muchas más garantías que hacerlas depender de la voluntad política del 
gobierno de turno. Digo esto, porque esta ley no se está elaborando para que rija solamente durante el 
gobierno del Frente Amplio; quizás dentro de cuatro años tengamos otro Gobierno que no esté de 
acuerdo con esto y el compromiso no se pueda cumplir, entonces, va a haber que modificar la ley. Por 
lo tanto, sugiero que pongamos en la ley lo que le dé mayor estabilidad y mayor certeza. Además, me 
parece que corresponde incluir esto, por la importancia que va a tener la actuación de todos los 
Gobiernos Departamentales en esta materia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que estamos en condiciones de aceptar el compromiso planteado por el 
señor Senador Amaro, pero me da la impresión de que no existen condiciones para modificar el 
proyecto de ley. 


En consecuencia, habría que poner a votación el artículo 3%, previa confirmación por parte de 
la Bancada del Frente Amplio de que aceptamos el acuerdo en lo que tiene que ver con la futura forma 
de designación de esos miembros. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 3%, con el texto aprobado por la 
Cámara de Representantes. 


(Se vota:) 
4 en 6. Afirmativa. 
Léase el artículo 4*. 
(Se lee:) 


“Artículo 4*.- Los miembros de la Comisión Directiva de la Unidad Nacional de Seguridad Vial 
podrán ser cesados en sus cargos por el Presidente de la República actuando con el Consejo de 
Ministros.” 


En consideración. 


SEÑOR MOREIRA.- Estoy opinando como se estuviera arando en el desierto, porque es obvio que no 
se va a modificar nada. 


En cuanto a la cuestión de la autonomía técnica, podría ponerse “cesados por resolución 
fundada y por motivos graves”, sin hacer mención a la causa. Pienso que no es forma de garantizar 
autonomía técnica el cese de los cargos por el Presidente de la República y el Consejo de Ministros. 
En mi opinión, reitero, habría que agregar “por resolución fundada y por motivos graves” para que no 
se produzca el cese sólo porque alguien discrepe con la opinión del Poder Ejecutivo en alguna de las 
materias que son de competencia de este órgano. 


Sólo quería mencionar el agregado que le haría a la disposición, pero como no se va a 
modificar, quiero dejar constancia de que no estoy de acuerdo con ella. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 4%, tal como vino de 
la Cámara de Representantes. 


(Se vota:) 

4 en 6. Afirmativa. 
Léase el artículo 5*. 

(Se lee:) 


“Artículo 5* (Objetivos).- Son objetivos de la Unidad Nacional de Seguridad Vial, la regulación 
y el control de las actividades relativas al tránsito y la seguridad vial en todo el territorio nacional, 
conforme a las siguientes criterios: 


A) Promover a uniformizar y homogeneizar las normas generales de tránsito, para la creación de una 
política nacional de seguridad vial. 


B) Promover pautas y recomendaciones para una óptima regulación del tránsito y para la correcta 
aplicación de la presente ley. 


C) Coordinar con organismos oficiales y privados de los sistemas formales y no formales de la 
educación, la aplicación de programas educativos en materia de tránsito y seguridad vial; evaluar 
los resultados de esa aplicación; y asesorar y participar en la capacitación y educación para el 
correcto uso de la vía pública. 


D) Analizar las causas de los siniestros de tránsito y demás aspectos referidos a éstos y propiciar la 
utilización de las estadísticas para ser aplicados a la elaboración o actualización de la normativa 
relativa al tránsito y la seguridad vial.” 


- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

4 en 6. Afirmativa. 

Léase el artículo 6*. 

(Se lee:) 

“Artículo 6* (Competencia).- La Unidad Nacional de Seguridad Vial tendrá competencia para: 

A) Asesorar en materia de tránsito a todas las personas públicas o privadas. 


B) Contribuir a la unificación de criterios a nivel nacional en materia de seguridad vial y ordenamiento 
del tránsito. 


C) Estudiar, proyectar y promover programas de acción aconsejando al Poder Ejecutivo las medidas 
necesarias para combatir la siniestralidad en las vías de tránsito. 


D) Sugerir y ejecutar pautas de educación y capacitación para el correcto uso de la vía pública en 
coordinación con los organismos oficiales y privados. 


E) Coordinar las tareas que cumplen las entidades dedicadas a preservar la salud y seguridad públicas 
en el uso de las vías de tránsito de todo el territorio nacional, participando en esas actividades. 


F) Contribuir al adiestramiento de los cuerpos técnicos de fiscalización, nacionales y 
departamentales, de los organismos competentes en materia de tránsito y seguridad vial. 


G) Supervisar el Registro Nacional Único de Conductores, Vehículos, Infracciones e 
Infractores creado por la Ley N* 16.585, de 22 de setiembre de 1994, el que deberá operar 
interconectado con el Registro Nacional de Vehículos Automotores dependiente de la Dirección 
General de Registros, con el objeto de unificar la información, sin perjuicio de sus funciones 
específicas. 


H) Supervisar el Registro Obligatorio de Fallecidos y Lesionados como consecuencia de 
accidentes de tránsito, creado por el Decreto N* 173/002, de 14 de mayo de 2002, como sistema 
nacional único de relevamiento de información sobre los accidentes de tránsito y los aspectos de 
interés referidos a éstos, con sujeción a las normas internacionales de la Organización Mundial de la 
Salud en materia de lesiones, determinando la forma de procesamiento y utilización de los datos. 


I) Propiciar el intercambio de información, así como la comunicación y el relacionamiento 
directo con los organismos nacionales e internacionales especializados en materia de tránsito y 
seguridad vial, y el adiestramiento de los respectivos cuerpos técnicos. 


J) Proponer los reglamentos relativos al tránsito y la seguridad vial. 


K) Administrar los fondos presupuestales y extrapresupuestales que se le asignen con el fin de 
atender sus cometidos. 


L) Supervisar la aplicación uniforme y rigurosa de las normas y procedimientos de 
señalización vial establecidas por el Manual Interamericano de Dispositivos de Control del Tránsito de 
Calles y Carreteras, formulando las observaciones, recomendaciones y directivas pertinentes. 


M) Promover, apoyar y coordinar la formación de Unidades Departamentales de Apoyo a la 
Seguridad Vial, las que estarán conformadas por personas y autoridades públicas, entidades sociales, 
culturales y empresariales de los departamentos. Sus funciones y cometidos serán establecidos por la 
reglamentación que se dicte al respecto. 


N) Celebrar acuerdos, contratos, convenios y alianzas estratégicas bilaterales o multilaterales 
para el cumplimiento de sus cometidos con personas o instituciones públicas y privadas, nacionales, 
extranjeras e internacionales.” 


En consideración. 


SEÑOR MOREIRA.- Hemos planteado algunas objeciones a la parte medular del proyecto porque, tal 
como hemos manifestado, estas competencias, en términos generales, son bastantes parecidas a las 
de la Comisión que estaba funcionando hasta ahora. 


Sin embargo, queremos agregar a modo de aporte algo que debiera haberse previsto aquí con 
relación al artículo 262 de la Constitución que, tal como ha leído el señor Senador Amaro, habilita al 
Congreso Nacional de Intendentes a celebrar convenios con otros organismos del Estado. En tal 
sentido, hace no mucho tiempo hemos votado una ley en este sentido -que trata una materia muy 
esencial, por cierto- y pensamos que si el Congreso Nacional de Intendentes hubiera participado con 
delegados en la Comisión, el resultado de su trabajo hubiera sido muy positivo. 


Consideramos que la sugerencia que hicimos debiera haberse recogido y, por lo tanto, no 
vamos a acompañar el resto de los artículos, sin perjuicio de que las competencias allí establecidas 


nos parecen de recibo. Además, es muy difícil que en esta materia la Comisión pueda tener una 
eficacia demasiado vinculante; vemos que aquí se habla de asesoramiento, contribuciones, estudios, 
proyectos, sugerencias, coordinaciones, campañas educativas, registros, etcétera. ¿Por qué digo esto? 
Porque dadas las autonomías departamentales, es muy difícil que esta Comisión pueda imponer 
determinadas soluciones. De todos modos, aunque sus competencias sean de recibo, reitero que son 
muy similares a las que ya existen. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 6". 
(Se vota:) 
4 en 6. Afirmativa. 
Léase el artículo 7”. 
(Se lee:) 


“Artículo 7%. (Órganos Asesores).- Es también competencia de la Unidad Nacional de 
Seguridad Vial: Constituir Cámaras Asesoras con carácter permanente o transitorio, que tendrán 
carácter técnico y se integrarán con especialistas en las diversas disciplinas relativas al tránsito y a la 
seguridad vial, así como con representantes de organismos públicos, y personas jurídicas y privadas.” 


En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

4 en 6. Afirmativa. 

Léase el artículo 8*. 
(Se lee:) 


“Artículo 8*. (Atribuciones y competencias).- El Poder Ejecutivo, actuando en Consejo de 
Ministros, y en uso de las facultades que le confiere el artículo 174 de la Constitución de la República, 
reglamentará los demás aspectos relativos al funcionamiento de la Unidad Nacional de Seguridad Vial.” 


En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

4 en 6. Afirmativa. 

Léase el artículo 9. 
(Se lee:) 


“Artículo 9”. (Recursos).- Constituirán recursos de la Unidad Nacional de Seguridad Vial las 
asignaciones presupuestales que le fijen las leyes, los frutos civiles y naturales de los bienes que le 


pertenezcan, los bienes que reciba por testamento, donación o cualquier otra contribución, los 
préstamos que obtenga y el producto de los tributos que la ley destine a la misma.” 


En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

4 en 6. Afirmativa. 

Léase el artículo 10*. 
(Se lee:) 


“Artículo 10. (Derogaciones).- Derógase el Título | de la Ley N* 16.585, de 22 de setiembre 
de 1994.” 


En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

4 en 6. Afirmativa. 


Ha quedado aprobado el proyecto de ley en Comisión y será enviado al Plenario. Propongo 
que el señor Senador Michelini sea el miembro informante. 


Se va a votar la moción presentada. 
(Se vota:) 
4 en 6. Afirmativa. 


En otro orden de cosas, si los señores Senadores están de acuerdo, en la medida en que 
aprobamos en Comisión este proyecto de ley y tenemos a estudio el correspondiente a tránsito y 
seguridad vial, podemos convocar a una sesión para la semana que viene e invitar al señor Ministro de 
Transporte y Obras Públicas para que nos informe sobre esta iniciativa. 


SEÑOR MOREIRA.- Si no recuerdo mal, en la sesión anterior, el señor Senador Michelini propuso una 
especie de cronograma y hablamos de invitar a más de una delegación. Creo que es esencial invitar al 
Congreso de Intendentes y supongo que el señor Ministro concurrirá con el Director Nacional de 
Tránsito. Inclusive, después podemos ver si invitamos a alguien más para que realice aportes sobre 
esta materia. Leí la versión taquigráfica de la Comisión de la Cámara de Representantes y pude 
advertir que allí concurrió un delegado del CASMU a hablar sobre el tema. No sé si vale la pena 
reiterar esa invitación, pero sí sería conveniente invitar a quienes nombré con anterioridad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En realidad, fui yo quien propuso el cronograma y planteó el interés de que el 
proyecto de ley de tránsito y seguridad vial fuera sancionado en el Plenario antes del 23 de abril, pues 
en esa fecha se conmemora la Semana de la Seguridad Vial a nivel mundial. 


En virtud de ello y a los efectos de que en el tiempo que nos queda podamos escuchar a 
todos los que se proponga recibir, planteo la posibilidad de realizar una sesión de la Comisión la 
semana que viene, oportunidad en la que podremos recibir al señor Ministro. Si hay voluntad para 
cursar la otra invitación, lo podríamos resolver ahora para que por Secretaría se realicen las 
coordinaciones del caso. 


SEÑOR MICHELINI.- Propongo que la Comisión sesione este miércoles y que el siguiente tengamos 
todas las comparecencias, incluidos el Ministerio y el Congreso Nacional de Intendentes. Eso nos 
permitiría empezar a discutir artículo por artículo en la primera sesión ordinaria del mes de abril. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La primera reunión de la Comisión para tratar el tema estaba prevista el 
próximo lunes. Todavía no hemos podido comunicarnos con el Ministro y, por lo tanto, no podríamos 
comprometernos a que concurra este miércoles. Pienso que sí podemos convocarlo para el próximo 
lunes. 


SEÑOR MICHELINI.- Creo que, de todas maneras, podríamos reunirnos también este miércoles. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiere decir que el señor Senador Michelini plantea que tengamos una 
reunión extraordinaria este miércoles y otra el próximo lunes. 


SEÑOR MICHELINI.- En los horarios normales de la Comisión. 


SEÑOR MOREIRA.- Sin duda, el segundo proyecto de ley es mucho más complejo que este y ha 
merecido muchas más objeciones. En consecuencia, no sé si deberíamos apurarnos tanto, porque no 
creo que lleguemos a la fecha planteada de ninguna manera, ya que el proyecto de ley debe ser 
reenviado a la Cámara de Representantes. 


SEÑOR MICHELINI.- Creo que si separamos el tema penal -nosotros adelantamos que la idea es que 
sea remitido a la Comisión de Constitución y Legislación- de este proyecto de ley, en un par de 
sesiones podremos ponernos de acuerdo sobre el resto del articulado. Las objeciones están 
fundamentalmente en esas dos disposiciones. 


Por lo tanto, si las dejamos de lado, habrá que corregir algunos aspectos de redacción y hay 
algunos puntos para discutir, pero podemos ponernos de acuerdo. Reitero que nosotros queremos que 
esos dos artículos sean enviados a la Comisión de Constitución y Legislación y, una vez que se 
conforme este Consejo y entren en vigencia las normas de tránsito y seguridad vial, en virtud de la 
experiencia se pueda analizar en esa Comisión si corresponden o no los aspectos penales. Esa sería 
una etapa a cumplirse varios meses después. 


SEÑOR MOREIRA.- No tengo inconveniente en que nos aboquemos a trabajar en este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Reitero que no estamos en condiciones de invitar al Ministro para este 
miércoles, aunque pienso que sí podremos hacerlo para el próximo miércoles. Por lo tanto, 
mantengo la propuesta de que el Ministro sea convocado para el lunes de la próxima semana y, si 
existe consenso, podemos invitar al Congreso Nacional de Intendentes para el miércoles de la misma 
semana. La convocatoria sería: el lunes 26 de marzo a las 13:30 horas y el miércoles 28 de marzo a 
las 14:30 horas. Me recuerda la Secretaría que también ha pedido audiencia la Junta Nacional de 
Drogas. Si los señores Senadores están de acuerdo, podríamos convocarla también para el próximo 
miércoles en distinto horario. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 14 y 36 minutos) 
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Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


